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La visión del narcotráfico como un fenómeno que amenaza la segu
ridad nacional de los países que lo padecen es un rasgo común tanto

de los discursos de los gobiernos del continente americano como de la
mayor parte de los estudios académicos al respecto. De hecho, esta
perspectiva se popularizó durante la década de los ochenta y ha ido de
la mano de la declaración de guerra contra las drogas que lanzara el
presidente Ronald Reagan en 1982.^ Después de esta fecha, tanto el go
bierno de Reagan (1981-1989), como el de (jíeorge Btish (1989-1993)
han continuado el combate al narcotráfíco con un especial énfasis en
la erradicación y en los decomisos de droga en los países productores
o de tránsito (en este caso básicamente los países andinos, México y
Centroamérica). La militarización que ha caracterizado la política
estadunidense de combate a las drogas en América del Sur ha estado
basada en gran medida en esta vinculación entre el narcotráfíco y la
seguridad nacional de Estados Unidos. I<a aceptación —entusiasta en
algunos casos y reticente en otros— de este enfoque por parte de los
países latinoamericanos se ha originado en la percepción de que el
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narcotráfico representa también ima amenaza para su propia seguri>
dad nacional.

No obstante, el problema es en realidad mucho más complejo.
Ambos conceptos (seguridad nacional y narcotráfico) se refieren a va
rios fenómenos a la vez e involucran tanto actores diversos como una

fuerte dosis valorativa. Ambos conceptos tienen, pues, diferentes sig
nificados para los actores estatales y no estatales, lo que obUga, por
un lado, a acotar los parámetros de la discusión y, por otro, a tomar
con mucha cautela una vinculación simple y unicausal de ambos fenó
menos. De esta forma, en la primera parte de este ensayo definiremos
los conceptos de narcotráfico y seguridad nacional a fin de identificar
las diversas dimensiones y actores que involucran. En la segunda, nos
referiremos a las vinculaciones concretas entre ambos conceptos y sus
repercusiones en Estados Unidos y en los países latinoamericanos. En
la tercera parte exploraremos las particularidades de dicho vínculo en
el caso mexicano, la cual, desde nuestra perspectiva, no permiten sos
tener una relación constante y unicausal entre ambos conceptos. Fi
nalmente, plantearemos algunas conclusiones.

Narcotráfico y seguridad nacional: ¿de qué estamos
hablando?

Como apunta María Celia Tbro, cuando hablamos de narcotráfico nos
estamos refiriendo en realidad a varios fenómenos: a) producción y
distribución de drogas en un país; h) tráfico internacional de dichas
drogas, y c) consumo de drogas.^ Habría que añadir, además, otro com
ponente de esta problemática: d) las políticas de los estados de combate
a las drogas. De hecho, estos fenómenos particulares que componen el
fenómeno global del narcotráfico provocan diversas consecuencias y en
muchas ocasiones la amenaza a la seguridad nacional de un país pro
viene de imo de estos componentes en particular, y no del conjunto.
Además, como veremos más adelante, lo que en un Estado en particular
puede representar una amenaza a la seguridad nacional, en otro puede
ser un problema inexistente. Esta vinculación fragmentada entre nar
cotráfico y seguridad nacional tiene sin duda que ver con el hecho de

^ Maria Celia Tbro, "México y Estados Uoidos: el narcotráfico como amenaza a la seguridad
oadanal', eo Sergio Aguayo Quezada y Bruce Michael Bagley (comps.), En. busca de la seguridad
perdida. Aprtmmaciones a la seguridad nacional mexicana, léxico, Sigío XXI, 1990, pp. 367-410.
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que los diverses fenómenos involucrados en el fenómeno global no se
presentan en todos los estados de igual manera. Así, cuando el gobierno
de Estados Unidos presenta al narcotráñco como una amenaza, está
pensando con irecuenda en el consumo de drogas dentro de su país y
los fenómenos colaterales que éste provoca (como crimen y violenda
interna). Cuando Colombia o Ménco hablan del narcotráfico como ame

naza se refieren más bien a los efectos de la poUtica antinarcóticos de
Estados Unidos (como intervendones o violadones de la soberanía) o

a los efectos de su propia política antinarcóticos (como violencia gene
rada por los enñ^ntamientos con narcotrafícantes).

Como vemos, estamos frente a un fenómeno con muchos compo
nentes, no todos compatibles entre sí y no todos presentes de igual
manera en los diversos países que proclaman su combate. Además, el
narcotráfico involucra a diversos actores estatales y no estatales: agen
cias espedalizadas de combate a las drogas (policías), aparato de jus-
tida, ejérdtos, campesinos, técnicos procesadores de droga, traficantes
de la droga al mayoreoy al menudeo, negodos e institudones bancaiias
que '^avan" el dinero del narcotráfico, políticos, estudiosos del tema,
consumidores de drogas blandas y duras (o de ambas a la vez), legis
ladores, clínicas de rehabilitación, crimen organizado, entornos soda-
Ies beneñdados por la derrama de los narcodólares, fábricas produc
toras de precursores químicos, opiniones públicas de los diversos
países, votantes, etcétera.

El problema no es menos simple en el caso del concepto de seguri
dad nadonal. Para empezar podríamos definir tres categorías de aná
lisis del concepto. En un primer nivel se encuentra el concepto (o los
conceptos) de seguridad nadonal que proponen diversos sectores seda
les y actores no gubernamentales. Es el caso de las propuestas de se
guridad nadonal que emanan de académicos, partidos políticos, thihk
tanks, o incluso de ofidnas gubernamentales que buscan un cambio en
la pohtica ofídal proclamada por los gobiernos. En este nivel habría que
ubicar también al concepto que de la seguridad nadonal pueda tener
cada individuo, aimque evidentemente ima sistematizadón de éstos
puede ser ima labor interminable y probablemente poco útil.

En un segundo nivel está el concepto de seguridad nadonal pro
clamado ofidalmente por el gobierno. Se puede ubicar claramente en
los pronundamientos presidenciales o de altos fundonarios guberna
mentales o en documentos expHdtos, como las directivas de seguridad
nacional del gobierno estadunidense contenidas en la National Secu-
rity Strategy of the United States. Como veremos más adelante, no



todos los gobiernos han desarrollado una deñnición amplia y elaborada
de seguridad nacional y, como es fácil suponer, los contenidos de ésta
tienen que ver con la particular relación que cada país desarrolle con
el exterior. En otras palabras, las preocupaciones de seguridad nacio
nal de la mayoría de los países latinoamericanos difieren de la de las
grandes potencias, como Estados Unidos.

En un tercer nivel, podríamos ubicar a la "seguridad nacional
realmente existente". Esto es, más allá de las declaraciones públicas
gubernamentales de lo que constituye la seguridad nacional, los go
biernos desarrollan conductas para proteger sus intereses "reales"
(o los que los gobiernos consideran así). Estos intereses "reales" pueden
o no coincidir con los oficialmente proclamados. No obstante, ocurre
en ocasiones, como en el caso del narcotráfico, que dicha coincidencia
no se presenta. Ello se debe, fundamentalmente, a que los intereses
"reales", a veces, no gozan de legitimidad al interior de cada país (o en
la comiinidad internacional), lo cual hace que se desarrolle esta dico
tomía entre el ser y el deber-ser, por parte de los gobiernos.

Debido a que el concepto de seguridad nacional se puede ubicar
en los tres niveles, el formular una definición apriori del mismo, resulta
un ejercicio improductivo. Además, el hecho de que dicho concepto haya
surgido históricamente asociado a la consolidación del Estado-nación,
le confiere un sello de realismo poHtico,^ lo cual hace que las discusiones
sobre la pérdida de poder del Estado-nación frente a las realidades que
impone la interdependencia se extiendan al concepto mismo. No obs
tante, para efectos de este ensayo, habría que destacar dos elementos
relativos a la seguridad nacional.

Por un lado, aun aceptando la lógica realista de la primacía del
Estado-nación en la política mundial actual, es difícil negar la relevan
cia de otros actores y de otros temas. Es ya común encontrar llamados
para incluir dentro del concepto de seguridad nacional temas que el
realismo clásico no consideraba y que forman parte de la llamada "nue
va agenda" internacional, tales como medio ambiente, comercio, deuda
extema, conflictos étnicos, migraciones o narcotráfico.^ Ello, evidente-

3 Como apunta Buzan, la perspectiva realista y la idealista son las que han dominado ̂
debate sobre el problema de la "^sefuridad nadonal". No obstante, el enfoque dominante, hasta
fechas recientes, ha sido el realista, vinculado a los estudios estratégicos y al aspecto de
las relaciones interaatíonales. Véase Bariy Buzan, Peopls, States and Fear. An Agenda for
Intematioruxl Security Studies in tke Post-cold V/ar Era, Bouider, Colorado, lynne Rienner
Publisheis, 19d0.
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mente ha añadido complejidad a la discusión. No sólo tenemos los tres
niveles de análisis del concepto mencionado arriba, sino que la lista de
temas susceptibles de ser incorporados a la discusión sobre la "seguri
dad nadonar es muy amplia. Los riesgos de esta ampliación del con
cepto son no sólo analíticos (el trabajar con un número de variables
demasiado grande), sino políticos, pues si bien la ampliación implica
la reducción del peso relativo del aspecto militar en la formiüación de
políticas, se corre el riesgo de dar respuestas militares a problemas no
militares.^ Este último riesgo está sin duda presente en la discusión
sobre la conveniencia de militarizar la guerra contra las drogas en los
países andinos.

Por otro lado, si bien es cierto que la deñnición de seguridad na
cional, en cualquiera de los tres niveles aludidos, está condicionada
por la inserción específica de cada país en la política mundial, lo cual
permitiría plantear la existencia de seguridades nacionales diferentes
y particulares de cada Estado, es posible hablar de ciertas caracterís
ticas comvmes a los llamados países del Tercer Mundo, diferenciadas
de aquéllas de los países industrializados. Como señalan Azar y Moon,
las amenazas a la seguridad en muchas partes del Ibrcer Mimdo son
de origen endógeno más que exógeno.^ Ello no implica que no haya
amenazas extemas. Lo que ocurre más bien es que las vulnerabilidades
de los pauses del Tercer Mundo son múltiples. Ello se deriva, en gran
medida, de la debilidad estructural de los estados tercermundistas la
cual, paradójicamente, se traduce en gobiernos fuertes.' Esto ha dado
lugar a un fenómeno recurrente de diferenciación de los intereses de
los gobiernos del resto de la nación. De hecho, el presentar la seguridad

1983; Joseph S. Nye Jr. y Sean M. Lynn-Jones, Intemational Seeiirí^ Studies*, ¡ntemational
Seeurity, toI. XII, nCm. 4, 1988; Jessica Ibchman Mathews, "Redefiniof Secuii^, Foreign
Affoirs, vol. 68, núm. 2, primavera de 1989. Martín y Susan J. Iblchin llaman la atenddn sobre
los riesgos que implica para la seguridad nacional de Estados Unidos la pérdida de competítivi-
dad internacional: SelUng Our Seeurity, Nueva York, Penguin Books, 1993. Para una discusión
sobre los temas de la nueva agenda, véase Fred Halliday, Intemational Ralatíoos; Is There a
New Agenda?*, Mdlennium: Joumal of Intemational Studies, vol. XX, núm, 1,1991, pp. 67-72.

B Sobre estos riesgos, véase Cathi^ L. Thorup, "La formulación de la agenda de seguridad
nadonai: el dilema de la redefinidón* en Sergio Aguayo Queaada y Bruce Míchael B^ley, En
busca de la seguridad perdida. Aproximaciones a la seguridad nacional mexicana, Mésco, Siglo
XXI, 1990, pp. 97-103.
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E. Azar y Cbui^-in Moon (eds.), National Seeurity in the Third World. The Management of
Intemal aitd Extemal Threats, Inglaterra, Edward Elgar Publishing 1limitad, 1988, pp. 1-13.

'' Barry Buzan, "People, States, aod Fear The National Seeurity Piobiem in the Third
World', en Edward E. Azar y Chung-in Moon, op. cit., pp. 14-43.



del régimen o delgobierno como seguridad nacional^ es un rasgo común
en estos países.^ Ello nos lleva a lo que hemos denominado la "seguridad
nacional realmente existente" practicada por los gobiernos en el poder
y cuyos contenidos no necesariamente corresponden a los de la "nación"
en su conjunto. Vale la pena apuntar que, dado que el hacer expUcita
la segundad del régimen como seguridad nacional regularmente en
frenta problemas de legitimidad, es común que la seguridad nacional
realmente eastente corresponda a la seguridad del régimen y no a la
de la nación oñcialmente proclamada.

Por otro lado, esta debilidad estructural de los países del Tercer
Mundo está relacionada con un proceso de construcción del Estado-na
ción inacabado, lo cual origina focos de inestabilidad internos que au
mentan las vulnerabilidades frente al exterior. Adicionalmente, el bajo
grado de desarrollo económico plantea frecuentemente la necesidad de
ceder soberanía a cambio de capitales que permitan alcanzar dicho
desarrollo.^

Narcotráfico y seguridad nacional: los vínculos

A pesar de los problemas ya mencionados para precisar los conceptos
de seguridad nacional y narcotráfico, es larga la lista de vinculaciones
que se han hecho entre ambos, ya sea por los gobiernos, los académicos
u otros miembros de la sociedad. Concretamente, se puede hablar de
las siguientes vinculaciones;

a) Narcotráfico-consumo de drogas-crimen-seguridad nacional.
h) Narcotráfico-militarización de la guerra contra las drogas-

intervendón-segurídad nacional.
c) Narcotráfico-asodadón con movimientos guerrilleros-seguri

dad nadonal.

^ Sobre la distáodón entre seguridad del régimen o del gobierno y U segotidad nacional,
▼¿ase Barry Buzan, *Peop]e, States, and Fear The National Security ^oblem in tiie lUrd
Worid', en Ekiward E. Azar y Chung-in Mooo, op. eil., pp. 15-43. Véase Yeád Sajdgfa,
Cmfnmtíitg the 199ffs: Seeuñty in the Deueloping Countrie$, Londres, The Intemational Insü-
tote for Strat^ic Studies, (Adelphi Papera núm. 251), 1990, 76 pp.

9 El entre independencia y desarrollo es sin duda recurrente en muchos países en
desarrollo quienes se ven finxados a sacrificar la primera en aras del segundo. Al respecto, véase
Ppawfctín Vfeifigtoin, Ule Uscs of Foreign PoU(^ in Indonesiai. An Approach to the Analysis of
Foreign Policy in the Less Developed Countries", World Mities, vol. XXIV, núm. 3, abril de 1372,
pp. 356-381.
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d) Narcotráfico-corrupción-debilitamiertto de instituciones-segu-
rídad nacional.

Pasemos ahora a analizar cada una de estas vinculaciones.

Narcotráfico, violencia e ilegalidad: el huevo y la gallina

La vinculación entre el consumo de drogas y los altos índices de crimi
nalidad es casi tan vieja como el narcotráfico. De hecho, actividades
ilegales que se basan en las leyes del mercado tienden a producir vio
lencia al no esástir mecanismos institucionales que las regulen. Esto
es, la prohibición legal de realizar la producción, distribución y compra
venta de drogas hace que ello sea Sin crimen que ocurre billones de
veces cada año sólo en Estados Unidos". En este nivel general, la ile
galidad de todo el proceso de producción y venta de drogas hace que la
violencia esté presente en todas las etapas y, por ende, tanto en países
productores, de tránsito y consumidores. En este nivel general, la vio
lencia que se genera en Colombia cuando el Estado ataca a alguno de
los carteles es sólo parte de una cadena que se presenta en otra forma
en la violencia callejera en las ciudades estadunidenses donde se vende
droga. No obstante, en este punto habría que diferenciar entre diversos
tipos de violencia. En primer lugar, tenemos la violencia provocada por
el consumo ilegal de drogas. En este aspecto existe el crimen y la violen
cia que llevan a cabo pei^nas que necesitan dinero para adqxiirir la
droga (asaltos y robos, prostitución y el tráfico mismo de droga) y aquella
que provocan las personas bajo los efectos de alguna droga determinada.
En este último punto, parece que algunas drogas como el crack inducen
conductas violentas, aunque no existe evidencia definitiva al respecto.
En segundo lugar, está la violencia resultado del enfrentamiento militar
con los productores primarios de droga en los países andinos y México
y con la persecución policiaca en territorio estadunidense.

Con respecto al primer tipo de violencia (asociada fundamental
mente al consumo), a pesar de que es \mo de los factores que mqjor
explican que la opinión pública estadunidense coloque al narcotráfico
como uno de los principales problemas," esta violencia no es mayor

10 Ethan A. Nadelmann, Tbe Case for Legalizatioa*, Tke PubUc Inienat, aúm. 92, Terano
de 1988, p. 17.

u £¿q 1988 7 1989 las dn^as eran el tópico que más preocupaba a los estadmiidenaes. No



que la provocada por las drogas legales. De acuerdo a cifras de 1983,
cuando la preocupación por los efectos de las drogas hizo del tema una
de las prioridades del gobierno de Reagan, 54% de los crímenes violen
tos fueron resultado de la influencia del alcohol.^ Asimismo, de los
condenados a prisión en Estados Unidos en 1989, 29% cometió el cri
men bajo la influencia del alcohol, 15% bajo la influencia de las drogas
y 12% bajo la influencia de ambos.^^ Aimque difícilmente se pueda
pensar que las muertes prematuras forman parte del renglón de vio
lencia y crimen, resulta llamativo que en este ámbito también las muer
tes causadas por consumo de drogas son sustancialmente menores que
aquéllas provocadas por el consumo de tabaco y alcohol. Mientras el
tahaco provoca 400 mil muertes prematuras anualmente en Estados
Unidos, el alcohol provoca 100 mil y las drogas ilegales no más de 20
mil.^4 Como podemos apreciar, es difícil sostener en el caso de Estados
Unidos, país en donde la violencia y el crimen asociados al consumo se
presenta con mayor visibilidad, que el uso de drogas sea un problema
de dimensiones mayores que la violencia y crimen ocasionados por
otras causas, incluidas el consumo de drogas legales. ¿Eso signifíca
que el consumo de drogas no sea tin problema social en Estados Unidos
y otros países consumidores? Evidentemente no. Lo anterior sugiere
que si se declara el uso de drogas ilícitas una amenaza a la seguridad
nacional por sus efectos sociales colaterales, habría que hacer lo mismo
al menos con el consumo del alcohol y del tabaco, lo cual plantearía
seguramente serios problemas a la conceptualización vigente de segu
ridad nacional en la mente de los que piensan que el consumo de drogas
es en sí ima amenaza.

Respecto al segundo tipo de violencia, habría que hacer una dife
renciación entre la derivada del enfrentamiento narcotrafícantes-

obetante, eo 1990 la guem del Golfo y el estado de la eeoaomta hablas desplazado a las dzogas
del primer lugar. Ea enero de X992 las drogas seguían ocupando el tercer lugar en las preocupa
ciones de los estadunidenses, después del estado de la economía y el desempleo. Cfr. Bruce
Michael Bagley, "The New Hundréd Years Wai?: U.S. National Securi^ and the War on Drugs
io Latín América', en Donald J. Mabry (ed.l, The Latin American Nartoties Thuie and U.S.
MolmnoíSectthO'.NuevaYork.GreenwoodPress, 1989, pp. éSyss; jtsuNarcotiesCoordinator
Summaiy, ahf 220, 25 de febrero de 1992, text link 216 510 (mimeografiado). £n 1993 los
españoles consideraban que la droga era el principal problema junto con la inseguridad pública
y vinculaban ambos problemas. Véase *La seguridad a debate*, súplemete de El País, Madrid,
13 de mayo de 1993.

Etban Nadelmann, op. eit., p. 18.
^ PetarReuter, "Hawks Asceodant: llie Punitive Ibend ofAmerksmDnig Polic3r',noedkiftts,

vol. 121, núm. 3, verano de 1992, p. 34.
IbúL, p. 33.
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Estado y la derivada de enfrentamientos entre bandas rivales de nsir-
cotrafícantes. La primera resulta evidentemente de una pob'tica de
conñ-ontación del Estado con los trañcantes de drogas y se refleja en
muertes de funcionarios gubernamentales y en muertes provocadas
por atentados terroristas de los narcotrañcantes para presionar al Es
tado. El ejemplo más evidente de este tipo de violencia es Colombia.
Como apuntan Andreas y Sharpe, "la mayor parte de la narco-violencia
en la región se concentra en Colombia". En este caso la violencia del
narcotráfico se inserta en un conteicto tradicionalmente violento (entre

1948 y 1958 murieron 200 000 personas como resultado de la guerra
no declarada entre el partido liberal y el conservador)^® y se agudiza
por las ofensivas de "guerra total" contra el narcotráfico que han de
clarado los presidentes en repetidas ocasiones durante la década de
los ochenta.^'' La aparición cíclica de los periodos de enfrentamíento
entre el Estado colombiano y los carteles, en los gobiernos de Turbay
Ayala, Betancurt, Barco y Gaviria, propiciados por dichas ofensivas
gubernamentales contra el narcotráfico, sugiere que los narcotrafican-
tes no tienen como fin principal combatir al gobierno. Como apunta
Rensselaer W. Lee IH:

los traficEintes no están en última instancia interesados en destruir un

orden social del que se nutren. Tal como las organizaciones de la mafia
en otras partes, la mafia colombiana busca básicamente prosperar
comerdalmente sin ser molestada.^

Ello no significa que los enfrentamientos con el gobierno no sean
un elemento que afecte la seguridad pública y que, eventualmente,
puedan ser considerados como una amenaza a la seguridad nacional.
En todo caso, resulta sintomático que, a pesar de las declaraciones
gubernamentales que en Colombia, Perú y Bolivia ubican al narcotrá
fico como \ma amenaza,^® la opinión pública de esos países no considera
al tráfico de drogas ilícitas como un problema importante, a diferencia

19 Peter R. Aadreas y Kenneth E. Sharpe, "Cocaine Politics in the Andes*, Current Hiatory,
vol. 91, Dúm. 662, fidtrero de 1992, p. 75.

19 Bruce Míchael Bagley. *Colombia y la guerra contra las drogas', en Juan G. Tbkatlian y
Bruce M. Bagley (comps.). Economía y política del narcotráfico, Bogotá, Fondo Editorial Cerec,
1990, p. 177.

11 Ibid., pp. 187 y ss.; y Peter R. Andreas y Kenneth E. Sharpe, op. eit., pp. 78-79.
19 Renaselaer W. Lee IZI, The White Labyrinth. Coeaine and Political Power, New Brunswick,

l^ansaetiOD Publiabers, 1990, p. 9.
» Cfi-, ibid.. p. 194.



de la opinión pública de Estados Unidos.^ Ibdo esto sugiere que lo que
propicia una conducta violenta contra el Estado de parte de las orga
nizaciones de narcotrañcantes es el combate de sus actividades, deri
vado en un primer nivel de la ilegalidad de éstas y en un segundo nivel
de una voluntad poUtica de los gobiernos de enfrentar el fenómeno
mediante la fuerza.^^ Evidentemente, un cambio en las reglas deljuego,
esto es, la legalización del narcotráfico, eliminaría este aspecto de la
violencia contra el Estado —y otros más—, aunque tal vez no tuviera
la misma efectividad en reducir la violencia derivada del consumo de

drogas.
Por último, cabe mencionar que la violencia generada por enfren-

tamientos entre bandas rivales de narcotraficantes es un fenómeno

inherente a la ilegalidad de! fenómeno. Como ya hemos apuntado, la
imposibihdad de recurrir a mecanismos legales para dirimir sus dife
rencias, hace que los grupos se enfrenten de manera violenta. En este
caso, no es la voluntad pob'tica de los gobiernos de combate al tráfico
de drogas lo que favorece la violencia sino su propia ilegalidad. Desde
esta perspectiva, la única manera de resolver este problema es me
diante la legalización del fenómeno. Por lo demás, este tipo de violencia
es semejante a la que se desarrolla en tomo de otras actividades ilegales
en las que ba estado envuelta la mafia durante años, como juego, con
trabando, prostitución. No obstante, hasta ahora no ha sido común
escuchar voces que proclamen estas actividades como amenazas a la
seguridad nacional de los países involucrados.

En suma, tal parecería que, difícilmente, el vínculo entre violencia
y narcotráfico constituye una amenaza a la seguridad nacional, excepto
quizá en el caso de enfrentamientos contra el Estado. En el resto de
los casos el vinculo parece ser más bien un problema de seguridad
pública, no diferente del que se presenta alrededor de otras actividades
ilegales o de drogas legalmente permitidas. En el caso de la violencia
contra el Estado, una pregunta que sin duda siu*ge es hasta qué punto
este fenómeno es inherente al comercio de drogas ilícitas o a las polí
ticas que lo combaten. En otras palabras, en qué nivel debemos ubicar
el origen de este tipo de violencia: ¿en el de la producción y tráfico de
drogas o en el de las políticas antinarcóticos?

^Ibid.
Aunque en sentido estricto, lailegalidad de una conducta presupone la voluntad del Estado

de combatirla, en ocasiones este combate no se presenta o bien porque se carece de loa recursos
necesarios para ello o bien porque la norma prohibitiva ha sido impuesta eztemanmnte al Estado.
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La militarización de la guerra contra las drogas: intervención
e inestabilidad

Como ya señalamos, el ascenso de Reagan a la presidencia de Estados
Unidos marcó im cambio de énfasis en la política antinarcóticos de ese
país. Se dio mayor importancia al combate a la oferta y a los decomisos
y erradicación de cultivos en los países productores, y se redujo el én
fasis en los otros aspectos, como prevención, educación y tratamiento.^
Este nuevo enfoque se centró principalmente en los países productores
de coca y cocaína: Colombia, Perú y Bolivia. Esta nueva estrategia,
seguida también con algunas variantes, por el gobierno de George
Bush, ha sido identificada por Peter Reuter como el ascenso de los
'lialcones" en la política antidrogas estadunidense.^ Esta tendencia a
la militarización de la lucha contra las drogas en territorio de los países
productores tenia una racionalidad básica de que "el narcotráfico in
ternacional se había convertido.en una seria amenaza a la seguridad
nacional de Estados Unidos: una forma especialmente insidiosa de
invasión extranjera que aseguraba nada menos que la movilización a
gran escala de las tuerzas armadas estadunidenses".^^

Como parte de esta nueva estrategia estadunidense de "ser duro"
con los países latinoamericanos productores de drogas, se desarrolló
en 1986 la Operación Blast Fumace en la región de Chaparén en Bo
livia. Esta operación que supuso la movilización de 170 soldados esta
dunidenses y seis helicópteros UH-60 Blackhawk, tuvo por objetivo
apoyar las operaciones de destrucción de laboratorios por fuerzas an-
tidiogas bolivianas y elementos de la agencia antinarcóticos de Estados
Unidos (DEA). En 1988 se desarrolló la Operación Snowcap en Bolivia
y Perú. Esta operación, al igual que la Blast Fumace, buscaba apoyar
las fuerzas antidrogas locales y supuso el envío de helicópteros y per
sonal militar.^ Independientemente de que el éxito de esta segunda
operación fue limitado, en gran medida a causa de la oposición de Sen-

^ De 1981 a 1986 el presupueste de Estados Uoidoa para el combate al tráfico de drogas
(iau) enfonement) se duplicó de 800 a 1900 millones de dólares, en tanto que la cantidad dedicada
a prevendón, educación y tratamiento se redujo de 404 a 340 millones de dólares para el mismo
periodo. Véase Matha Falco, "Foreign Drugs, Foreign Wars* Daedalus, voL 121, núm. 3, verano
de 1992, p. 3.

23 ̂ ter Reuter, op. cU.
Bruce Miebael Ba^ey, Mytka Uüitarizaíion: The Sola tgüte MiUtary m the Wir on

Drvgs in the Amaneas, Miami, ñe Nortb-South Center, 1991, p. 2.
25 Michael T. iOare, Tighting Drugs witb Uie Military', The Natian, 1 de enero de 1990,

pp. 8-12.



dero Luminoso en Perú, ambc^ operativos señalaron claramente la
tendencia bada la militarización que el combate a las drogas presen
taba en América Latina. Otro paso en esa direcdón ñie la aprobadón
de la Ley de Autorizadón de la Defensa Nadonal de 1989 que ordenaba
al Departamento de Defensa actuar como la única agenda líder del
gobierno estadunidense para la detecdón y monitoreo del tránsito aé
reo y marítimo de drogas ilegales introducidas a Estados Unidos, y le
asignaba la función de coordinadón de las agendas federales de comu-
nicadón e inteligenda técnica-^s Lo mismo puede dedrse de la invasión
a Panamá en diciembre de 1989, que llevó a la detendón del general
Noriega, acusado de narcotráfico. Por su parte, la Estrategia Andina,
animdada en septiembre de 1989 por el presidente Bush, apimtaba
en la misma direcdón y sirvió para canalizar un gran monto de a3ruda
militar a los países de la región productores de droga.

No obstante lo anterior, y a pesar de que los países andinos habían
aceptado e internalizado el diagnóstico estadunidense sobre el 'pro
blema de la droga",^ ya en 1990, después de la cumbre antidrogas de
Cartagena, empezaron a aparecer entre los gobiernos latinoamerica
nos muestras de desacuerdo con este énfasis en la militarizadón.^ La

razón de este desgaste del enfoque mibtarista de la lucha contra las
drogas radica en un diagnóstico equivocado de la economía política del
negocio de la droga en la región y en el hecho de que esta estrategia
estaba convirtiéndose, por sí misma, en una amenaza a la seguridad
nacional de los países latinoamericanos.

La mihtarización de la guerra contra las drogas amenaza la se-
gtiridad nacional de los países latinoamericanos en dos formas. Por un
lado, al inducir un enfoque confirontacional del Estado contra los nar-
cotraficantes, alimenta una respuesta violenta de los carteles que ame
naza directamente a los estados. Por otro lado, aumenta las posibili
dades de intervención de fuerzas militares extranjeras en territorio de
los países latinoamericanos, atentando contra uno de los supuestos
básicos de la seguridad nacional: la soberanía territorial de los gobier
nos.^ Una amenaza adicional que presenta este enfoque es el fortale
cimiento de los militares latinoamericanos que puede conllevar un de-

^ BruceMichael Ba^ey,Mythsof...,op.eiL,p. 14.
Bruce M. Ba^ey y Jusn Gabriel Ibkatliao, "Droga y dogma: la diplomacia de la droga de

Estados Unidos y América Latina en la década de los ochenta*. Pensamiento Iberoamericano,
núm. Id, 1991, p. 246.

p. 252.
Sobre esta amenaza, véase Juan Gabriel Tbkatlian, Drogas y s^uridad nacional: ¿La
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bilitamiento de las instituciones civiles y afectar el equilibrio demo
crático.^" Ello evidentemente puede generar una gran inestabilidad
que afecte no sólo la seguridad nacional de los países latinoamericanos
sino la propia seguridad de Estados Unidos. De hecho, una Latinoa
mérica estable ha sido señalada recurrentemente como una prioridad
de la segiiridad estadunidense.^^

En resumen, tenemos que la tendencia a la militarización de la
guerra de las drogas —que resulta coherente con la persecución de un
fenómeno declarado ilegal tanto en países productores como consumi
dores— genera inestabilidad en Latinoamérica y atenta contra la so
beranía de la región. Esta inestabilidad se da por la agudización del
conflicto Estado-narcotráfico, lo cual en sí puede representar una seria
amenaza a la seguridad del país involucrado, pero puede reflejarse
también en un debilitamiento de la democracia que acentúe esta ten
dencia a la inestabilidad. En ambos casos, ello puede representar tam
bién una amenaza a la seguridad nacional de Estados Unidos. Por
último, como ya apuntamos, una intervención armada de Estados Uni
dos en Latinoamérica bajo el pretexto de combate al narcotráfico es
una amenaza evidente a la seguridad de la región. No obstante, hay
que insistir en que el origen de estas amenazas potenciales a la segu
ridad nacional de los países latinoamericanos y de Estados Unidos se
encuentra en el enfoque militarista de la guerra contra las drogas, más
que en el fenómeno en sí. El que éste tenga su sustento en la ilegalidad
del narcotráfico, evidentemente mueve la discusión a otros parámetros.

Narcotráfico y guerrilla: un "matrimonio por conveniericia"

En septiembre de 1992 Melvyn Levitsky, secretario de Estado adjunto
para narcóticos, declaró que varios gobiernos del hemisferio occidental
comenzaban a mostrar alarma por la conexión entre el narcotráfico y
grupos insurgentes. La conexión con la guerrilla —añadió— puede ser
de ajruda en la guerra contra las drogas, "porque despertará a los go-

amenoxa de la inUrveneióní. Santíago, Chile, Comisión Sudamericana de Phz (Doeummite de
TVabajo QÚm. 1), 1S90,29 pp.

M Cfr. Mejor Petar M. Sánchez, usap, *The "Drug War": The U5. Militaiy and National
Seeurity*, The Air Foree Lau¡ Rtview, vol. 34, 1991, pp. 143 y as.

C^. Lar» Schoulta, National Seeurity and ünited States Poiiey toward Latín Amerita,
Prioceton. Princeton Univeniiy Presa, 19S7.



biemos para ver su propia existencia amenazada por esta infaiista
alianza^.^z Lo expresado por Levitslsy resume muy bien la lógica de la
guerra contra las drogas de Reagan y Bush; el combate al narcotráfico
es una prioridad de seguridad nacional pues mediante su alianza con
grupos claramente subversivos, pone en duda la existencia misma de
los estados donde actúa.

Sin embargo, esta conexión no es clara ni constante. En realidad,
insistimos, los narcotrañcantes no buscan fundamentalmente destruir
el orden social: su fin es el desarrollo de un ambiente propicio para el
desarrollo del comercio de narcóticos. Ello no significa que los narco-
traficantes sean ajenos a la poUtica. En ocasiones conocidos narcotra
ñcantes han participado abiertamente en actividades públicas, postu
lándose a cargos gubernamentales o encabezando organizaciones
poh'ticas.®®

Asimismo, es posible identificar alianzas circunstanciales con gru
pos guerrilleros, aunque también periodos de agrio conflicto entre am
bos tipos de organizaciones. De hecho, en el caso de Colombia, el cartel
de Medelh'n tuvo su origen precisamente en un conflicto con grupos
guerrilleros. Como respuesta al secuestro de la hija de un conocido
narcotraficante, Jorge Luis Ochoa, en 1981 se creó la organización
Muerte a Secuestradores (MAS), que agrupó a varios capos y cuyo ob
jetivo era protegerse de futuros secuestros por parte de la guerrilla.
Dicha organización fue la base de lo que hoy se conoce como el cartel
de Medellín. En los años posteriores, "el MAS, que también involucró
personal militar activo y en retiro, asesinó a cientos de personas sos
pechosas de estar involucradas con el M-19 y otras organizaciones gue
rrilleras".®^

Existen también, desde luego, momentos de colaboración entre
guerrillas y narcotraficantes. En Colombia, por ejemplo, es amplia
mente creído que el ataque al Palacio de Justicia que organizó el M-19
en noviembre de 1985, fue financiado en parte por los narcos.®® En Perú

32 'Alarm Orowing over AHI anee of IVafCckers, Insurgents', usis Summai^. text línlt-
242 956,15 de septiembre de 1992 (mimeograíiado).
^ En Colombia, Carlos Lehder creó su propio partido poL'tico (Movimiento Latino NadonaJ),

a principios de los años ochenta. Por su parte. Pablo Escobar fue elegido en 1982 como congresiata
suplente por el Partido Liberal en su departamento natal, Antáoquia. Véase Bruce Michael
Bagley, 't!k>lombia y la guerra contra las drogas*, en Juan G. IbkatUan y Bruce M. Bagley
(comps.). Economía y política del narcotráfico, Bogotá, Fondo Editorial Cerec, 1990, p. 186.
Rensselaer W. Lee III, op. cil., p. 11.
^ Bruce Michael Bagl^, "Colombia y la guerra...*, op. eit., pp. 184-185.
^ Ibid., p. 195; Rensselaer W. Lee IlL op. ctt., pp. 156 y as.
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7 Colombia, organizaciones guerrilleras han cultivado exitosamen
te nexos con los cultivadores de coca, capitalizando, entre otras cosas,
sus temores a la erradicación".^''

Algunos incluso han señalado nexos entre el narcotráfico y gobier
nos hostiles a Estados Unidos, lo cual constituiría una forma de nar-
cotenoiismo. Concretamente, se ha mencionado al gobierno panameño
de Manuel Antonio Noriega el cual, aparentemente, promovía el nar
cotráfico desde el territorio de ese país. La invasión estadunidense a
Panamá en diciembre de 1989 tuvo como ima de sus principales justá-
ñcaciones el combate al narcotráfico y Noriega fue detenido y enviado
a Estados Unidos para ser juzgado por tráfico de drogas.^'' A fines de
los años ochenta también se especuló sobre la participación del gobier
no cubano de Fidel Castro en actividades de narcotráfico. El juicio y
ejecución del comandante Amaldo Ochoa en 1989, acusado de traficar
con drogas, reforzó esta percepción, y alimentó las sospechas sobre un
involucramiento desde altos niveles del gobierno cubano.®® La partici
pación de altas autoridades de un gobierno latinoamericano en activi
dades de narcotráfico no tendría por qué ser, en sí, una amenaza a la
seguridad de Estados Unidos (existen muchos casos de involucramien-
tos similares cuyo extremo es el de los militares bolivianos en los años
setenta). Lo que le daría a la "conexión cubana" dicho carácter es, sin
duda, el hecho de que se trata de un gobierno declarado socialista, que
desarrolló en su momento fuertes nexos con la Unión Soviética. La

caída del bloque socialista en 1989-1990 ubicaría el posible involucra
miento en el narcotráfico de gobiernos como el cubano dentro de un
patrón más generalizado de corrupción o "resistencia silenciosa" a las
políticas antidrogas de Estados Unidos, por razones menos ideológicas
y quizá más económicas o de estabiUdad política. Desde esta perspec-

S^Renssel&erW. Leetll.op. «(..p. 159. Para el caso de las alianzas eotze Sendero Laminoso
7 los narcDtraficantes en Perú, véase Gabriela Tarazona-SevUlano, "El naicoterrorismo'. Seviata
Occidental, año 8, núm. 2,1991, pp. 151-183,

El arresto del general Noriega por cargos de narcotráfico fúe citado por el Departamento
de Estado como un "objetivo" de la ínvasidn a Panamá, aunque iw como una justifiñción 1^1.
Cfr. John F. Mnrphy, "Commentaiy on Interventíon to Combat Ibrroiism and DruglVafficking".
en Damroscb y Scheffer (eds.), Law andForcé in theNeu)Intemaiional Order, Boulder, Westview
Press, 1991, p. 242. Al respecto, véase también Peter DaleScottyJonathan Marshall, Coeaine
Poliíics. Drugs, Armies and (Ae cu (R Cenzmf América, Berkeley.UoíveTSityofCalifornia Press,
1991,pp. lyss.
^ Racbel Ebrenhfeid, Nareo-tenwism, Estados Unidos, Basle Books, 1990, cap. 2. Sobre el

proceso a Amaldo Ocboa, véanse Causa l IS9. Fin de la caneodán cubana. La Habana, Editorial
José Martí, 1989; y Andrés Oppenbeimer. Castro's Final Hour. The Saret Story Behind t/ie
Coming DownfiiU Communist Cuba, Nueva York, Simón & Schuster, 1992, parte 1.



tiva, resulta cada vez más difícil hablar del '^arco-comunismo" como
una amenaza a la seguridad de Estados Unidos. En todo caso se puede
explorar la manera cómo una corrupción de las políticas de combate
al narcotráfico de parte de los gobiernos latinoamericanos, amenaza
su propia seguridad y, eventuabnente, la estadunidense.

De esta manera, podemos afirmar que si bien el nexo narco-gue
rrilla o narco-comunismo puede existir (y hay ejemplos de colaboración
con guerrillas en Colombia y Perú), éste no es estructural: suele ser
más bien una alianza temporal que deriva muchas veces en abierto
enñ*entamiento. En el fondo lo que ocurre es que ambos tienen fines e
ideologías diferentes; la guerriUa (y en su caso los movimientos o go
biernos socialistas) aspira a modificar el orden capitalista vigente; los
narcotrafícantes son capitalistas declarados ilegales, pero cuyo objeti
vo es precisamente operar dentro de las sociedades capitalistas.^^

Narcotráfico y corrupción: amenaza para los estados
institucionalizados

El poder corruptor del nsu'cotráfico que afecta instituciones ñindamen-
tales para el ñmcionamiento de los estados modernos, tales como el
ejército, la policía o el aparato dejusticia, ha sido mencionado frecuen
temente como una de las razones de que el narcotráfico sea una ame
naza a la seguridad nacional.^" De acuerdo con el Departamento de
Estado estadunidense la corrupción que provoca el narcotráfico es ma
yor que la de otras actividades criminales, debido al alto volumen de
recursos financieros que manejan los narcotraficantes. Los gobiernos
que se enfrentan directamente al narcotráfíco deben, de acuerdo con
el gobierno de Estados Unidos, "atacar la corrupción en aras de un
genuino interés nacional propio".*'

Estudiar el efecto que tiene la corrupción generada por el narco-

39 Incluso el que una de las aspiraciones de los narcotraficantes sea obtener la legalizadán
de sus actividades puede también ser discutido, dado que ello implicaría forzosamente ""ii
reducdón de sus márgenes de ganancia.

49 Véanse Michael J. Dziedzic, The IVasDational Drug IVade and Reponal Secuiiiy,
Survioai, voJ. XXXI, núm. 6, noviembre-diciembre de 1989, pp. 533-549; y Samuel del Villar,
Hethinking Hemispheric Antinarcotics Strategy and Securi^, en Donald J. Mabry (ed.), The
Latín A/nerican Narcoties Dnde and U.S. Nationat Secun^, Nueva York, Greenwood Press,
1989, pp. 105-122.

Departamento de Estado de Estados Unidos, Intemational Nanoties Control Strategy
Report, abril de 1993, p. 4.
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tráfico, sobre todo en los países latinoamericanos, cuyas instituciones
son más débiles, es sin duda una tarea de gran relevancia. El ejemplo
extremo de la acción corruptora del narcotráfico es, como hemos apun
tado anteriormente, la abierta participación de los gobiernos militares
bolivianos durante los años setenta.^^ El involucramiento de autorida

des mexicanas en actividades de narcotráfico durante los años ochenta

e incluso en el asesinato del agente de la DEA, Enrique Camarena, en
1985, han sido utilizados también como ejemplo del poder corruptor
del narco.^ En realidad, el que la corrupción rodea recurrentemente
las actividades de combate al narcotráfico en América Latina (y en
Estados Unidos)^ es un hecho fácil de probar. Incluso en países como
Colombia que tradicionalmente han desarrollado una política de com
bate al narcotráfico muy poco tolerante, se dan casos como la fuga de
Pablo Escobar Gaviria en 1992, con evidente colaboración de funcio
narios gubernamentales. El tema, sin embargo, nos lleva a planteamos
dos preguntas fundamentales; a) ¿es siempre la corrupción producto
de la debilidad de las instituciones (y de los funcionarios), o la permi
sividad y eventualmente la colaboración con los narcotraficantes es
producto de una decisión política razonada que ve en la tolerancia un
riesgo menor para la seguridad nacional que el enfi-entamiento? En
otras palabras, lo que consideramos corrupción en el combate al nar
cotráfico ¿es siempre una desviación no buscada de la norma o es una
política específica con propósitos definidos?; b) la corrupción (real o
aparente, de acuerdo con el punto a), al afectar los aparatos de segu
ridad formales, ¿es realmente una amenaza para la seguridad nacional
o un elemento que se adapta al modus operandi de una sociedad que
no es moderna?

Ambas preguntas están, sin duda, estrechamente relacionadas.
De hecho, si se responde en la pregunta a que la corrupción es parte
de una política razonada de parte de los gobiernos, es muy probable
que la respuesta a la pregunta b sea que la corrupción no amenaza a
la seguridad del Estado pues ésta no reside en las instituciones forma
les. Se puede inclusive hacer el planteamiento al revés: si se responde
a la pregunta b que la corrupción es un elemento que no entra en con-

fóter R. Andreas y Kenneth E. Sharpe, op. cit.
^Sobreesté tema, véanse Elaine ShannoD.nespenuíos, Nueva Yorit, PengumBooks, 1989;

y Michael J. Dziedzic, op. eit., p. 536.
** Véanse, por templo, "CIA Red-Faced Over Dnig Shipmenf, The Uiami Heraid (edidén

interaadonal), 21 de noviembre de 1993, p. lA; *C1A Fomed Haitáan Unit Idter lled fa> Narcotics
trade'.TTieNew York Times, 14 de noviembre de 1993,pp. 1-Ay 6-i^



flicto con el modus operandi real de la sociedad, es muy probable que
los gobiernos mismos la toleren y eventualmente la provoquen para
lograr determinadas prioridades reales.

En realidad para que una conducta sea considerada como corrup
ción debe darse dentro de ima sociedad ordenada jurídicamente, donde
se presente una separación definida entre lo público y lo privado y
donde haya órganos especializados de las fundones públicas.^ En otras
palabras, la comipdón es an fenómeno que se da en una sodedad
organizada de acuerdo a una racionalidadjurídica, en sentido webe-
riano. Ello presupone, evidentemente, que los estados tienen un interés
en aplicar la ley y que funcionan como estados mediante dicha aplica-
dón de la ley. Ello presupone que no existe una sepairadón estructural
entre las leyes positivas y las leyes reales con las que fundona la so
dedad. Ello presupone también que la estabilidad y la existencia mis
ma del Estado-nación descansan en las instátudones formales y que
un atentado contra ellas compromete la s^uridad nadonal.

Un análisis de los efectos de la comipdón derivada del narcotrá
fico en los países latinoamericanos nos revela que a pesar de que ésta
se presenta en propordones importantes en prácticamente toda la re
gión, ningún Estado se ha colapsado por ella. Incluso algunos gobiernos
involucrados en escándalos de narcotráfico en los últimos años, como
el de México durante los años ochenta o el de Argentina en 1991,*^ han
sobrevivido a las críticas de manera más o menos airosa. No obstante,
las remodones de Carlos Andrés Pérez y de Femando CoUor de Meló
en las presidendas de Venezuela y Brasil en 1993, debido a caicos de
corrupdón sugieren una menor toleranda de las sodedades latinoa
mericanas al fenómeno y, probablemente, una credente tendeada a
que éstas fundonen cada vez más de acuerdo a prindpios de radona-
lidad jurídica. Ello hará, sin duda, que la corrupdón generada por el
narcotráfico sea un fenómeno que afecte, cada vez más, la estabilidad
de los países latinomericanos.

Para terminar este apartado, podemos concluir que la corrupdón
asociada al tráfico de drogas ilídtas constituye, en efecto, una amanag»
a la seguridad nadonal de los estados que ñmdonan de acuerdo a una
radonalidad jurídica. Al desviar para intereses particulares la labor

Feroasdo Kscalantc González, "La comipcián política: apuntes para un Tnwdaiw teórico'.
Fon Internacumú, vol. XXX, núm. 2, ectubre-¿ciambre de 1989, pp. 390038.

Sobre el caso arg«>táiio, véase: Geoi^ Melloan, Dnigs-Tbe Argéntine Connectioa*, The
WaU Stnet Jounud, 25 de abril de 1991.
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de las policías, el gérdto y la administración de justicia, se afectan la
eficacia de las instituciones fundamentales del Estado. No obstante,
la proliferación de este tipo de corrupción y la escasa voluntad política
para combatirla en varios estados latinoamericanos sugiere que ésta
no se inserta en sociedades totalmente modernas y que, prob
ablemente, sea funcional con otros modos de comportamiento no jurí
dicos de la sociedad en su conjunto. En este caso no es factible consi
derar a este tipo de corrupción como una amenaza a la seguridad del
Estado aunque sí un factor que dificulta la transición hacia tma racio
nalidad jurídica y un orden democrático.

El narcotráfico en México: las amenazas del futuro

Los estudiosos del fenómeno del narcotráfico en México han señalado

varios vínculos a través de los cuales éste es ima amenaza a la segu
ridad nacional. Concretamente se ha señalado que amenaza la inte
gridad territorial y la soberam'a al propiciar el ingreso clandestino de
narcotrafícantes de otros países y una participación más activa de fuer
zas policiacas extranjeras, especialmente la OEA.^^ Se ha señalado tam
bién que el efecto corruptor de los narcodólares es una amenaza.^ Sin
embargo, el vínculo narcotráfico-guerrilla ha sido sólo sugerido como
una posibilidad durante los años setenta en que hubo brotes guerrille
ros en el sur de Mésáco. Incluso se ha señalado que la activa campaña
antidrogas de mediados de la década de los setenta estuvo inducida en
buena medida por el temor de que se desarrollaran estos vínculos.^^
En realidad, parece haber un consenso de que en México los narcotra
fícantes no tienen relación con grupos ideológicos terroristas y que, en
ese sentido, no constituyen una amenaza a la seguridad nacional.^

Muta Celia Ibro. ̂fénco y Estados Unidos: el narcotráfico como amennM a la segnridad
nadosaJ*, en Sergio Aguayo Qnóada y Bruce KGdiael Bagley, op. eit., pp. 367-387.
^ Sergio Aguayo Quezada, *Loe usos, abusos y retos de la seguridad oadonal mexicana,

194&-1990*, en Ser¿o Aguayo Quezada y Bruce Bagley (eds.), ibid-, Kate Doyle, "Ríe MUitariza-
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De igual manera, el consumo de drogas y sus efectos en términos
de crimen y violencia no aparecen como referentes para el caso mexi
cano, aunque puede en xm futuro ser tm importante problema de se
guridad pública de continuar en aumento.^^ Se ba señalado también
que el narcotráñco desafía el control central del gobierno en el pais.^^
Esto es, el narco debilita el control territorial del Estado. En países
como Perú, por ejemplo, existen porciones de territorio totalmente fue
ra del control del gobierno, lo cual ha sido usado recurrentemente como
ejemplo de los peligros de este fenómeno. No obstante, en el caso me
xicano, el control territorial de los narcotrafícantes no parece haber
puesto en duda la autoridad del Estado, a pesar de la recurrente no
toriedad de algvinos "barones" locales. Algunos brotes de violencia,
derivados de en&entamientos entre bandas rivales —o incluso aparen
temente el asesinato del cardenal Posadas Ocampo— plantean un pro
blema de seguridad púbHca, pero no puede afirmarse que éstos pongan
en duda el control territorial del Estado.

Un efecto de la lucha contra el narcotráñco que se ha mencionado
para el caso de México es el fortalecimiento de los militares en detri
mento de la autoridad civil en algunas regiones del país.^ A pesar de
que efectivamente el poder de las autoridades militares en algunas
regiones del país es evidente (el combate a la guerrilla en la década de
los setenta también contribuyó significativamente a ello), debido en
parte a la particular inserción del ejército en la estructura política,
difícilmente puede afirmarse que este control territorial desafía la au
toridad del Estado. Además, el papel del ejército en la lucha contra el
narcotráfico se ubica fundamentalmente en la destrucción de cultivos.

Los decomisos y arrestos están a cargo de la Procuraduría General de
la República.

alfunoe brotes gaemOeros en ei estado surefio de Chispas podiia modtfii-ar esta percepdán del
natcotráfico. Cfr. Guillenao Correa, Hay guerrillens es Chiapas desde base odio años; grupos
radicales infiltraron a la I^esia y a las comunidades*, Pneeso, niim. 880,13 de septáeinbre de
1993, pp. 12-15.

México, Poder Ejecutivo Federal, El control de drogas en México. Programa nadonal
19S9-1994. Boaluacióa y seguimiento, México, Procuraduría General de la Bepública, 1992,
126 pp.
^ Michael J. Dsedac, op. eit., p. 542.
S3 Bichaid Craig señala que los narcotraficantes qjercen un poder de fáeto en parte de los
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M Ibid., pp. 35-36. Véase también Roderic Ai Canqi, Generáis in the Paiaeio. The MÜitary in
Modent México, Nueva 'Sbrk, Oxford Univezai^ ̂ess, 1992, p. 92.
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Tampoco se ha registrado violencia contra el Estado de parte de
los narcotra£cantes. Sin embargo, la violencia derivada de enfrenta-
mientos entre grupos rivales parece haberse incrementado en los úl
timos años,^^ reflejándose en algunos hechos como la matanza ocurrida
en Puerto Vallaría en 1992.

De esta forma, podríamos centrar la discusión en los dos vínculos
entre narcotráfico y seguridad nacional en los que parece haber cierto
consenso: intervención extema y corrupción.

La amenaza de la intervención: realidady retórica

La agencia antidrogas estadunidense (DEA) opera en México desde
1961.^^ De hecho, la colaboración entre México y Estados Unidos en
materia de combate al narcotráfico ha sido visible desde los años se

senta, con algunos puntos de conñicto como la Operación Intercepción
en 1969 y con éxitos notables como la Iteración Cóndor a mediados
de los años setenta. Durante esa década el gobierno estadunidense
proveyó a México con más de 95 miUones de dólares en equipo y pro
gramas de entrenamiento.^^ No obstante, la colaboración con Estados
Unidos en materia antinarcóticos no fue tm punto de fricción ni supuso
amenazas a la soberanía sino hasta mediados de los años ochenta. En

parte porque durante esa década la producción y tráfico de drogas de
México a Estados Unidos se incrementó de manera importante, tam
bién porque el gobierno mexicano mostró una menor voluntad para
combatir el fenómeno y porque la administración Reagan hizo del com
bate al narcotráfico una de sus prioridades formales, por lo que las
presiones sobre México en el tema se incrementaron en ese periodo.
Durante esos años, los agentes de la DEA circulaban con facilidad en
México.®® No obstante, los problemas se multiplicaron a raíz del ase
sinato de Camarena en 1985, con aparente complicidad de altas auto
ridades del país. Este incidente desató presiones desusadas sobre el
gobierno de México®'y dio lugar a violaciones de la soberanía territorial
mexicana, al menos en dos ocasiones; los secuestros de René Verdugo

^ Cfr. Roberto Zamairipa, 'Abierta, nn recato, la sangrienta guerra entre las bandas de
narcotraScantes sinaloenses'*, Proceso, núm. 865,31 de mayo de 1993, pp. 20-25.

ss Kate Doyie, op. cit., p. 85.
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^ C/r. Jorge Chabat, op. eit



Urquidez y de Humberto Álvarez Macháin en 1986 y 1991. Ambos
ñieron secuestrados, por encargo de la DEIA, de territorio mexicano
hacia Estados Unidos, donde ñieron entregados para ser juzgados por
su supuesta participación en el asesinato de Camarena.^ Si bien Al
varez Macháin ñie liberado a ñnes de 1992 por insuñciencia de pruebas,
ambos hechos sentaron un precedente en la relación bilateral que que
dó plasmado en la decisión de la Suprema Corte de Justicia de Estados
Unidos del 15 de junio de 1992, donde se autorizan este tipo de secues
tros a territorio estadunidense.^^

En el caso de México, como vemos, es evidente que el combate al
narcotráfico dio pie a que se violara la soberam'a nacional en sentido
estricto. Apesar de que aparentemente los secuestros ñieron realizados
por nacionales mexicanos, a los que la DEA recompensó por sus servi
cios, no dejan ambos incidentes de representar una injerencia en te
rritorio nacional y un atentado contra la autoridad del gobierno mexi
cano. Sin embargo, fueron dos acontecimientos aislados, que no
establecieron un patrón recurrente, y que no repercutieron de manera
importante en la relación bilateral. Asimismo, ambos incidentes fueron
provocados más que por el narcotráfico en sí, por el asesinato de Ca-
marena. Esto es, Estados Unidos no ha patrocinado recurrentemente
secuestros de narcotrafícantes mexicanos: estos secuestros en particu
lar ñieron motivados por el asesinato de un agente de la DEA y no por
las actividades de tráfico de drogas de los afectados. ¿Constituye eso
una amenaza a la seguridad nacional? En estricto sentido, sí. Si con
cebimos al Estado como el único garante de la aplicación de la ley en
su territorio, estos incidentes ponen en duda dicho monopolio. También
la presencia de agentes de la DEA en territorio mexicano podría, per
se, constituir un cuestionamiento al monopolio estatal de ejercicio le
gitimo de la violencia, a pesar de que la actividad de dichos agentes en
México ñie claramente regulada luego del fallo de la Suprema Corte
de Justicia.^ Evidentemente la definición que se acepte de seguridad
nacional es clave para explicar el efecto del narcotráfico en este punto.
Si asumimos una visión menos clásica de la seguridad nacionaly damos
prioridad a la dimensión interna, en particular la estabilidad en un
pais,^ resulta claro que las violaciones a la soberanía territorial y ju-

^Cfr. Elaine Shanaan,op. cíf.;y JorgeChBbat,op. eit
Para el texto de esta decisión y la contreveiala que la rodeó, véase Secretaria de Reladones
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ridica que se han presentado no han amenazado seriamente dicha es
tabilidad ni otras prioridades del gobierno mexicano, como la negocia
ción del Tratado de Libre Comercio de América del Norte.

Parece evidente, pues, que el combate al narcotráfico ha dado pie
a algunas violaciones de la soberanía mexicana que podrían ser consi
deradas como amenayjis a la seguridad nacional, aunque no han afec
tado seriamente la estabilidad. Sin embargo, habría que hacer un úl
timo señalamiento en este punto. Los dos secuestros a los que hemos
hecho referencia, si bien han estado vinculados al narcotráfico, se de
bieron fiinHaTnftr>t.alTnftntia a un asesinato al cual las autoridades me

xicanas no parecieron haber dado una respuesta coherente con un mar
co de racionalidad jurídica. Siguiendo la lógica de este argumento, uno
podría pregimtarse si laineficiencia de las autoridades mexicanas para
perseguir el asesinato de algún otro funcionario estadunidense en Mé
xico, no necesariamente vinculado al combate del narcotráfico, no hu
biera provocado una respuesta similar. En esta perspectiva, uno de los
factores que estaría propiciando este tipo de violaciones a la soberanía
(sin negar obviamente la acción unilateral estadunidense), sería la
ineficienda de las policías mexicanas. Esto es, el que la racionalidad
jurídica no abarque toda la acdón gubemsimental mexicana, hace al
país vulnerable a presiones también extrajurídicas. Puestas así las
cosas, im concepto de "seguridad nadonal" vinculado al moderno Es-
tado-nadón no tiene mucha cabida. En todo caso se podría hablar de
una seguridad preestatal o prejurídica.

Narcotráfico y corrupción: las amenazas al Estado moderna

Como ya apuntamos, el efecto corruptor del narcotráfico en los aparatos
de seg^lridad mexicanos es visto por numerosos autores como una seria
ampTiara a la integridad Tniama del Estado. El narcotráfico mina "los
pilares institudonales de la estabilidad del régimen".®^ Esto es, la co-
rrupdón del narcotráfico desvía de su fundón original a los cuerpos
policiacos y al ejérdto, que en prindpio es el encargado de la defensa

de la estabilidad y la paz ioteraas; el logro del credmiento ecoadmieo y el desarrollo, y la
iodepeniieDcia hasta donde sea posible de isterferendas externas. Georges Fauriol, "^Mesco: In
a Superpo^v^'s Shadow", en Bodney W. Jones y Steven A. Hildreth, Emer^tig Powers. Defsnse
and Security ¿n the Tlurd World, Nueva Tork, Praeger, 1986, pp. 371-399.

Micbael J. Dziedzic, ap. dt, p. S42.



nacional contra ataques extemos, provocando así xma vulnerabilidad
del país frente a posibles amenazas.

No es necesario abundar sobre los casos de corrupción del gobierno
mexicano en el tema del narcotráfico, probados o supuestos. Durante
la década de los ochenta la prensa estadimidense mencionó con abun
dancia los nombres de algunos de los funcionarios mexicanos supues
tamente involucrados en el narcotráfico, enfre ellos el secretario de la
Defensa, Juan Arévalo Gardoqui; José Antonio Zorrilla Pérez, director
de la Federal de Seguridad, y Miguel Aldana> jefe de la sección mexi
cana de Interpol.®® En 1990, la miniserie televisiva Drug Wars trans
mitida por la NBC y basada en el libro de la periodista Elaine Shannon
Desperados, sugirió además que el procurador mexicano en el sexenio
de De la Madrid, Sergio García Ramírez, había estado involucrado en
el narcotráfico y en el asesinato de Csimarena.^ A fines de 1992, du
rante las audiencias del juicio a Rubén Zuño Arce en Los Ángeles,
California, se mencionaron también los nombres de Manuel Bartlett,
quien friera secretario de Gobernación en el gobierno de De la Madrid,
de Juan Arévalo Gardoqui, secretario de la Defensa en el mismo periodo
y de Enrique Álvarez del Castillo, quien fuera gobernador del estado
de Jalisco en la época del asesinato de Camarena y procurador general
durante los dos primeros años del gobierno de Salinas de Gortari.®'

De todos estos altos funcionarios mexicanos sólo Zorrilla Pérez y
Aldana han sido detenidos por su involucramiento en actividades de
narcotráfico. Ciertamente se han arrestado varios comandantes poli
ciacos menores, como Armando Pavón Reyes, acusado de haber dejado
escapar al narcotraficante Rafael Caro Quintero en 1985. No obstante,
los volúmenes de producción y tráfico de drogas que se registran en
México, permiten suponer que hay más altos funcionarios involucrados
en el narcotráfico, además de los que han sido arrestados. Una muestra
de que la corrupción toca también a algunos elementos el ejército es el
asesinato de varios policías judiciales a manos de soldados que apa
rentemente protegían a narcos, ocurrido a finales de 1991 en el estado
de Veracruz. En este caso, el general en cargo fue detenido.®®

Independientemente de que los altos funcionarios mencionados
por su involucramiento en el narcotráfico, sean o no culpables, el hecho

Jorge Chabat, «ÍL, p. 9.
«iéid., p. 11.
^ 'Acusan de coiusián con noreas a ex ñiotíonarios mezjcanns*. La Jornada, 3 de didembie

de 1992. p. 33.
^ Jo^ Chabat, op. ai., pp. 12-13.
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de que al menos el director de la Federal de Seguridad, el jefe de la
sección mexicana de Interpol, y un comandante de zona milit.ar hayan
sido encauzados por esta razón, sugiere que en efecto la corrupción
ronda los altos niveles del gobierno mexicano. Sin embargo, ¿en qué
medida podemos decir que los "pilares institucionales" de la estabilidad
del régimen han sido minados por ello? ¿En qué medida, pues, la se
guridad nacional mexicana se ha visto afectada? Es dificü decirlo con
precisión. Esta discusión nos llevaría sin duda a otra más compleja:
aquella sobre la base de la estabilidad del régimen. No obstante, aun
los más radicales defensores de la tesis de que México se está modern
izando, difícilmente sostendrían que en México priva una racionalidad
jrurídica absoluta y que no subsisten prácticas tradicionales en la rela
ción gobernantes-gobernados. Difícilmente también alguien sosten
dría que la corrupción ba sido introducida a México por el narcotráfico.
De hecho, la corrupción es im fenómeno tan viejo como el Estado me
xicano y ha desarrollado tradidonalmente una inserción funcional en
la sociedad mexicana. Incluso para algunos autores la corrupción ha
tenido un efecto estabilizador en la vida política mexicana.^

En esta perspectiva, la discusión sobre el efecto corruptor de los
narcodólares nos lleva inevitablemente a preguntamos sobre la ma
nera en que el narcotráfico se inserta en la sociedad y el sistema político
mexicanos. El hecho de que no haya existido históricamente un enfren-
tamiento directo entre el Estado mexicano y el narcotráfico, que se
refleje en acciones violentas contra el Estado, sugiere que el narco ha
encontrado una manera de acomodarse en las reglas no escritas de
funcionamiento del entramado Estado-sociedad, a pesar de su ilegali
dad formal. En otras palabras, la tolerancia relativa hacia el narcotrá
fico deriva probablemente de que dicho fenómeno no amenaza la esta
bilidad por sí mismo, dado que sus fines no son políticos y que la
modernización inacabada del Estado mexicano proporciona espacios
para la corrupción generada por el narcotráfico. El mantenimiento de
esta situación depende de que la política de tolerancia del Estado me
xicano hacia el narcotráfico no se transforme en una poKtica de "guerra
total", como en algunos casos y momentos se ha dado en Colombia. No
obstante, en este sentido, el proceso de modernización poKtica que ex
perimenta el país podría sin duda contribuir a im mayor enfrentamien-
to narcotráfico-Estado, a causa de las dificultades que experimentaría

^ Stephaa D. Morris, Corrupción y política en el México contemporáneo, México, Sigla XXI,
1992. cap. 4.



el narcotxáfíco para insertarse en una sociedad regida fundamental
mente por la racionalidad jurídica.

Conclusiones

Como hemos visto, los vínculos atribuidos al narcotráfico con la segu
ridad nacional son múltiples y están condicionados, desde luego, por
la manera en que se definan aimbos conceptos. A lo largo de este trabajo
hemos privilegiado un uso del concepto de seguridad nacional ligado
a la estabilidad política del país en cuestión, más que a conceptos vagos
de soberanía o a reivindicaciones retóricas de la supremacía estatal.
£n realidad los países del Tercer Mundo dificilmente cumplen con el
modelo de Estado-Nación acabado que ejerce el control absoluto de su
territorio y funciona de acuerdo a una racionalidad jurídica total. En
ocasiones su estabilidad más bien depende del funcionamiento de las
reglas nojurídicas de ima sociedad tradicional en el sentido weberiano.
Ello hace que el tráfico y la producción de drogas —rnás que el consumo
que afecta fundamentalmente a los países desarrollados— encuentren
espacios de inserción funcional en un entorno semitradidonal y que
su efecto en la estabÜidad sea mínimo. El caso mexicano ilustra este

hecho, aunque ejemplos de acomodo ñmcional del narco en otros países
latinoamericanos son abundantes. Evidentemente, como ya apunta
mos, un proceso de modernización política —^inducido tal vez por los
procesos de modernización económica en marcha en América Latina—
puede romper este equilibrio y hacer que la narcocomipción sea real
mente desestabilizadora y que los estados latinoamericanos se vean
impulsados a combatir ñontalmente el fenómeno. Ello no significa que
no existan actualmente amenazas a la seguridad nacional de los países
latinoamericanos derivadas del narcotráfico, o de las políticas antidro
gas. En este caso, la amenaza de una intervención militar —como la
invasión de Panamá— constituye un ejemplo claro, pues evidentemen
te desestabilizaría al Estado invadido. La acción de agentes de la DEA
no constituiría por sí sola una amenaza desestabilizadora, aunque pue
da provocar incidentes que tengan esas consecuencias. En el caso de
los países consumidores, básicamente Estados Unidos, la amenaza pro
veniente del crimen asociado al consumo de drogas, no toca la estabi
lidad misma del Estado, pero sí constituye un problema de seguridad
pública. La narcoguenilla, por su parte, si bien pudo en algunos mo
mentos representar una potencial amenaza a la seguridad de Estados
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Unidos y de América Latina, el fin de la guerra ñia y el desvanecimiento
de la guerrilla latinoamericana hacen diñcil pensar que lo constituya
ahora. En todo caso, la poh'tica de militarización de la guerra contra
las drogas puede inducir a los gobiernos latinoamericanos a un enfren*
tamiento mayor con el narco, con efectos graves sobre la estabilidad
de la región y, eventualmente, sobre la del propio Estados Unidos.

En un escenario alternativo donde el tráficoy el consumo de drogas
sean declaradas legales intemacionahnente, es muy probable que los
efectos sobre la seguridad nacional sean menores. Es difícil tener una
idea detallada de tal panorama. No obstante, es probable que el consumo
se incrementara en el corto plazo, lo cual podría aumentar los niveles
de la violencia derivada directamente del uso de drogas. Aun así, es
factible suponer que otros efectos sobre la seguridad nacional, como la
violencia derivada del combate fírontal al narcotráñco y de los enfren-
tamientos entre bandas rivales, la corrupción y las intervenciones ex
temas desaparecerían. Sin embargo, una legalización unilateral del
narcotráñco por parte de un país productor, podría aumentar las pre
siones estadunidenses y eventualmente propiciar intervenciones direc
tas. Una despenalización del consumo solamente, podría por su parte
disminnir la violencia derivada de la persecución en los países desarro
llados pero no resolvería la violencia y la corrupción que provoca el
tráñco en los países productores.

Mientras no se produzca im cambio en el régimen internacional
de combate a las drogas, las amenazas mencionadas a la seguridad
nacional van a subsistir. No obstante, es probable que muchas de las
amenazas actuales a la seguridad nacional de países productores y
consumidores se deriven de una incorrecta apreciación del efecto del
narcotráñco sobre la seguridad nacional. Identificar los vínculos ima
ginarios entre ambos conceptos es el primer paso para encontrar una
solución a los vínculos reales.


